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MEMORANDO 

 
2100 
 
Bogotá D.C, martes, 31 de marzo de 2020       

                     

*20202100010853* 
         Al responder cite este Nro. 
         20202100010853 

 
 
 
PARA: SECRETARÍA GENERAL  
 
DE:  OFICINA JURÍDICA 
 
ASUNTO: Respuesta memorando No. 20203610008663 – Solicitud Concepto Jurídico 
 
 
 
En atención al memorando del asunto, por medio del cual solicitó se “emita concepto 
jurídico que permita resolver los problemas que pasan a relacionarse (…)”, esta oficina, 
previo a absolver la inquietud planteada, procede a realizar las siguientes precisiones:  
 
 
 
ALCANCE DE LOS CONCEPTOS 

 
 
Sea lo propio señalar que los conceptos emitidos por la Oficina Jurídica de la Agencia de 
Desarrollo Rural, en virtud de la función asignada mediante el numeral 8 del artículo 12 
del Decreto Ley 2364 de 2015, son orientaciones de carácter general que no comprenden 
la solución directa de problemas específicos ni el análisis de actuaciones particulares. 
 
En cuanto a su alcance, de conformidad con lo establecido en el artículo 28 de la Ley 
1755 de 2015, los conceptos jurídicos no son de obligatorio cumplimiento o ejecución, ni 
tienen el carácter de fuente normativa y sólo pueden ser utilizados para facilitar la 
interpretación y aplicación de la normatividad vigente. 
 
Así las cosas, en virtud de los principios de economía y celeridad, establecidos en la 
Constitución Política y el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, las inquietudes puntuales respecto a los datos, procesos y 
procedimientos, se deben aclarar agotando el conducto regular, vale decir, acudiendo a 
la(s) Entidad(es) competente(s) para emitir la decisión en derecho. 
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En consecuencia, las inquietudes planteadas en el memorando del asunto se abordarán 
en forma general para su análisis jurídico y dando observancia a lo contenido en el 
memorando No. 20173001079 del 20 de junio de 2017, anexo,  por medio del cual se 
emitió respuesta al memorando No. 20173000891 en cuyo asunto se citó: “consulta 
obligaciones tributarias en materia de impuesto predial a cargo de la ADR respecto a 
bienes inmuebles donde se encuentran infraestructuras de Distritos de Adecuación de 
tierras.” que se anexa como parte integral del presente documento. 
 

1. RESPECTO DEL NUMERAL 1 DE SU SOLICITUD 

 
PREGUNTA 
¿Debe asumir la Agencia de Desarrollo Rural las obligaciones generadas con ocasión al 
cobro del impuesto predial unificado, de los bienes inscritos en las Oficinas de Registro 
de Instrumentos Públicos a favor del extinto INCODER o de alguna de sus entidades 
antecesoras (HIMAT, INAT, UNAT, INCORA), cuando no existe acto administrativo de 
transferencia que relacione expresamente el predio causante, cuando estos se 
encuentren ubicados en los Distritos de Adecuación de Tierras, o al Servicio de los 
Distritos? 
 
RESPUESTA 
La consulta de este numeral se fundamenta en determinar la obligación de la ADR en 
realizar el pago del Impuesto Predial Unificado de los bienes inmuebles inscritos a favor 
de entidades antecesoras esta. 
 
Mediante el precitado memorando No. 20173001079 del 2017, se realizó un análisis 
exhaustivo, tanto del marco normativo como de los conceptos generales desarrollados 
respecto del Impuesto Predial Unificado, no obstante con el mismo no se abordó 
puntualmente la inquietud planteada en el primer numeral de su solicitud, razón por la 
cual esta Oficina procede a referirse puntualmente a la misma, omitiendo los conceptos 
generales, toda vez que como se refirió fueron expuestos en el memorando adjunto y 
que, por economía e identidad de objetos, hará parte integral del presente documento. 
 
Es pertinente antes que nada precisar que, el Impuesto Predial Unificado, es un 
gravamen real que recae sobre bienes raíces y se genera por la existencia del predio. 
 
Ahora bien, la ley no define de manera puntual quiénes tienen la obligación de declarar 
y pagar el tributo como agentes principales, sin embargo, de la lectura integral que se 
realiza a la misma, sí se coligen los sujetos pasivos de la obligación. 
 
Lo anterior se advierte en los artículos 13 y 14 de la Ley 44 de 1990, que rezan: 
 

“ARTÍCULO 13º.- Contenido de la declaración. Cuando el respectivo municipio 
adopte la decisión de establecer la declaración del Impuesto Predial Unificado, los 
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propietarios o poseedores de predios deberán presentar anualmente dicha 
declaración en los formularios que prescriba el Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi, indicando como mínimo los siguientes datos: (…) 
 
ARTÍCULO 14º.- Base mínima para el autoavalúo. El valor del autoavalúo 
catastral, efectuado por el propietario o poseedor en la declaración anual, no 
podrá ser inferior al resultado de multiplicar el número de metros cuadrados de 
área y/o de construcción, según el caso, por el precio del metro cuadrado que por 
vía general fijen como promedio inferior, las autoridades catastrales, para los 
respectivos sectores y estratos de cada municipio. En el caso del sector rural, el 
valor mínimo se calculará con base en le precio mínimo por hectáreas u otras 
unidades de medida, que señalen las respectivas autoridades catastrales, 
teniendo en cuenta las adiciones y mejoras, los cultivos y demás elementos que 
formen (…)” 
(Subrayas propias) 

 
De conformidad con lo anterior, se evidencia que los propietarios de los predios no son 
los únicos sujetos pasivos del impuesto en mención, como en ocasiones erradamente se 
ha interpretado. Se observa que la Ley previó una solidaridad entre el propietario y el 
poseedor tanto para la declaración y avalúo como para el pago del tributo.  
 
En consecuencia, tanto el poseedor como el propietario tienen la obligación de pagar el 
impuesto, y el respectivo municipio podrá cobrar y perseguir a los dos, o a uno de los 
dos, la administración tiene la facultad de decidir. 
 
Como soporte de lo anterior, transcribimos los apartes pertinentes de la 
sentencia proferida por la Sección Cuarta del Honorable Consejo de Estado, número 
19420 del 25 de julio de 2013 con ponencia de la Magistrada Martha Teresa Briceño que 
precisa:  

“Así pues, el impuesto predial es un gravamen que recae sobre el predio. Por lo 
mismo, los propietarios de los predios no son los únicos sujetos pasivos del impuesto 
en mención, como erróneamente lo sostiene el apelante, puesto que también los 
poseedores son sujetos pasivos del tributo, como se advierte de los artículos 13 y 14 
de la Ley 44 de 1990. A su vez, la solidaridad entre el propietario y el poseedor para 
el pago del impuesto se deriva del artículo 13 de la Ley 44 de 1990, del cual se 
desprende que son sujetos pasivos del tributo los propietarios y poseedores, quienes, 
por tanto, tienen la obligación de declarar y pagar el tributo como obligados 
principales.”. 

El artículo 762 del Código Civil Colombiano define la posesiónen los siguientes términos:  

“La posesión es la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o dueño, 
sea que el dueño o el que se da por tal, tenga la cosa por sí mismo, o por otra 
persona que la tenga en lugar y a nombre de él. 
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El poseedor es reputado dueño, mientras otra persona no justifique serlo.”. 

Asi las cosas, si la ADR ostenta la posesión de los bienes inmuebles que, por razones 
desconocidas, aun se encuentran bajo la titularidad de sus entidades antecesoras y que 
a la fecha se encuentran extintas, tiene la obligación de asumir y realizar el pago del 
Impuesto Predial Unificado que le corresponda en los términos legalmente previstos. 

 

2. RESPECTO DEL NUMERAL 2 DE SU SOLICITUD 
 
 

PREGUNTA 
¿Con ocasión a lo dispuesto por el artículo 177 de la Ley 1607 de 2012, puede o debe la 
Agencia de Desarrollo Rural solicitar ante las Secretarías de Hacienda Municipales la 
exoneración en el pago de Impuesto Predial Unificado? En caso de ser procedente, 
¿Debe ser requerida solo sobre aquellos predios en los cuales se encuentre ubicada 
infraestructura el Distrito o sobre la totalidad del Distrito de Adecuación o Proyecto 
Estratégico Nacional? 
 
RESPUESTA 
En lo que atañe a la facultad o posibilidad que tiene la ADR para solicitar ante las 
Secretarías de Hacienda Municipales la exoneración en el pago del Impuesto Predial 
Unificado es pertinente mencionar que, desde el concepto emitido en el precitado 
memorando del 20 de junio de 2017 sobre el mismo tema, se invitó a “i) (…) revisar los 
estatutos tributarios de cada municipio ya que al tratarse, el impuesto predial de un 
impuesto de carácter municipal, es factible que cada municipio consagre una serie de 
exenciones o exclusiones para el pago de este impuesto, en el entendido que los 
municipios pueden establecer que este tipo de obras se encuentran excluidos del cobro 
del impuesto al que se ha venido haciendo referencia; ii) La otra posibilidad es elevar  
una consulta a cada uno de los municipios donde se encuentra ubicados los Distritos de 
Adecuación de Tierras, al ser estos los responsables  del tributo o en su defecto, al 
Consejo de Estado Sala de Consulta  y servicio Civil, un aspecto de la Ley 1430  de 
2010, para clarificar  que tiene que ver con la exclusión de bienes de uso público y obras 
de infraestructura.”. 

Lo anterior teniendo en cuenta que, si bien es cierto que el artículo 54 de la ley 1430 de 
2010 fija una exclusión en materia de impuesto predial, desde el precitado concepto se 
sugirió agotar las instancias correspondientes con las entidades competentes a fin de 
esclarecer el tema y contar con la definición por parte de las autoridades que cuentan 
con la facultad y competencia para dirimir inquietudes como la que se plasma en el 
presente documento, ya que como se expuso en el concepto anexo “la duda surge en el 
alcance de la expresión “obras de infraestructura” pues esta definición podría incluir 
inmuebles en los que existen obras de infraestructura de servicio público, como lo serían 
los distritos de adecuación de tierras” así mismo, por los motivos expuestos, se 
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recomienda interrogar a los competentes acerca del alcance de la interpretación que 
debe darse respecto de los predios de acuerdo con la inquietud planteada. 

 

3. RESPECTO DEL NUMERAL 3 DE SU SOLICITUD 

 
PREGUNTA 
¿Debe la Agencia de Desarrollo Rural realizar directamente o a través de terceros, pagos 
por concepto de impuesto predial unificado, sobre predios que no se encuentran 
registrados en las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos y en consecuencia, no 
cuentan con folio de matrícula inmobiliaria sino con cédula catastral? 

RESPUESTA 
En el mismo sentido del anterior numeral, con el memorando No. 20173001079 del 20 
de junio de 2017, anexo al presente, fue absuelta la inquietud, en los siguientes términos:  

“(…) si no están claramente identificados, se deberá proceder a realizar las 
respectivas consultas en la plataforma VUR, para efectos de conocer los  datos 
identificadores de los aludidos predios. Si producto de la consulta anteriormente 
referida, no se obtiene información alguna, se deberá acudir ante el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi – IGAC, con el fin de conocer la identificación catastral 
de los predios del área de influencia del respectivo distrito de adecuación de tierras y 
de ser posible, el número de matrícula inmobiliaria. 

(…) 

Ahora bien, en caso de que el referido Instituto, no cuente con el número de matrícula 
Inmobiliaria, se deberá hacer la respectiva consulta ante la Oficina de Registro de 
Instrumentos públicos correspondiente, a efectos de acceder a la información jurídica 
de los mismos y en caso de que no exista inscripción a favor de alguna de las 
entidades del Sector que antecedieron a la Agencia de Desarrollo Rural, como entes 
ejecutores de la Política de Adecuación de Tierras, se deberán conseguir los soportes 
documentales que puedan acreditar la propiedad del estado y en consecuencia, 
analizar cada caso en particular, con el fin de definir la actuación administrativa o 
judicial a la que haya lugar.”. 

De conformidad con lo todo anterior, se concluye que el pago debe realizarlo el 
propietario o poseedor de los bienes inmuebles que por ley no se encuentren exentos de 
tal obligación, así como también se reitera la recomendación realizada mediante el 
concepto anexo, en el sentido de realizar la consulta con las Entidades competentes a 
fin de obtener la respuesta derivada de las bases de datos oficiales que obren en las 
mismas. Aunado a lo anterior invitamos a dar plena lectura y observancia a lo 
conceptuado con anterioridad referente al tema que nos ocupa mediante el memorando 
que se anexa.  
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Finalmente, se precisa que el presente concepto se emite en desarrollo de la función 
prevista en el numeral 8 del artículo 12 del Decreto Ley 2364 de 2015 y con el alcance 
establecido en el artículo 28 de la ley 1755 de 2015. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
DIEGO E. TIUZO GARCÍA  
 
Anexos: Uno (10 folios) 
 
Copia: N/A 

 

Elaboró: Jenny Alexandra Veira Tovar, contratista, Oficina Jurídica  
Revisó: Rosa Estela Padron, Abogada Oficina Jurídica 
Aprobó: Diego Edison Tiuzo García, Jefe Oficina Jurídica  
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